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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 72 

DE 2011 SENADO
por la cual se desarrolla el Acto Legislativo 02 de 2009, 
se establecen medidas y tratamientos administrativos 

las personas que consuman sustancias estupefacientes 
o psicotrópicas, y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 22 de noviembre de 2011
Honorable Senador
LUIS FERNANDO VELASCO CHAVES 
Presidente
Comisión Primera de Senado 
E. S. D.
Referencia: Informe de Ponencia al Proyecto de 

ley número 72 de 2011 Senado.
En cumplimiento de lo dispuesto por la Ley 5ª de 

1992 y agradeciendo la designación que me hiciera la 
Mesa Directiva como ponente de esta iniciativa, me 
permito rendir informe de ponencia para primer debate 
al Proyecto de ley número 72 de 2011 Senado, por la 
cual se desarrolla el Acto Legislativo 02 de 2009, se 
establecen medidas y tratamientos administrativos de 

personas que consuman sustancias estupefacientes o 
psicotrópicas, y se dictan otras disposiciones.

1. 
Habiendo aprobado el honorable Congreso de la 

República el Acto Legislativo número 02 de 2009, por 
el cual se reforma el artículo 49 de la Constitución 
Política, es su deber construir el marco normativo que 
desarrolle los contenidos del mismo a efecto de que no 
quede con una vigencia simplemente formal, sino que 
cobre vida y en la práctica cotidiana sirva para ayudar 
a los potenciales consumidores a no caer en la adic-
ción, a los adictos a salir de su esclavitud a la droga y 

recuperar su salud y a la autoridad a perseguir, enjui-
ciar y castigar ejemplarmente a los delincuentes que 

El 22 de marzo de 2010 se presentó el Proyecto de 
ley número 248 de 2010 por parte del Ministro del In-
terior y de Justicia, doctor Fabio Valencia Cossio, de-
sarrollaba el Acto Legislativo número 02 de 2009 que 
elevó a canon constitucional la facultad de establecer 
sanciones no privativas de la libertad a quienes incu-
rran en dicha conducta, cuando ello resulte aconsejable 
para garantizar los derechos individuales y colectivos.

El proyecto superó su proceso legislativo en el 
Senado de la República se publicó en la Gaceta del 
Congreso número 201 de 2010 la ponencia para pri-
mer debate, en la Gaceta del Congreso número 294 de 
2010 ponencia para segundo debate, en la Gaceta del 
Congreso número 372 de 2010 aparece el texto apro-
bado en la Plenaria de Senado.

Sin embargo, el proyecto no superó su primer deba-
te en la Cámara de Representantes. 

Lo que pretende este proyecto además de dar cum-
plimiento al Acto Legislativo número 02 de 2009, es 
garantizar la protección del derecho a la salud pública 
de la población amenazada por el consumo en lugares 
públicos, y por el porte de sustancias estupefacientes 
o psicotrópicas, considerando el deber que toda per-
sona tiene a procurar el cuidado integral de su salud y 
el de la comunidad; el legislador debe establecer san-
ciones no privativas de la libertad al consumo y porte 
de sustancias estupefacientes o psicotrópicas para uso 
personal y el Estado debe desarrollar una activa cam-

recuperación a favor de los adictos.
Tal y como se manifestó en los motivos que se ex-

pusieron en el trámite del Acto Legislativo que refor-
mó el artículo 49 de la Constitución Política la idea 
inicial fue la de consagrar sanciones no restrictivas de 
la libertad, en aquellos casos de porte y consumo en 
lugares públicos de sustancias estupefacientes o psi-
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cotrópicas para uso personal, en la medida que ello 
resulta aconsejable para garantizar los derechos de la 
población, particularmente la salud pública, así como 
el deber que toda persona tiene de procurar el cuidado 
de su salud.

El Congreso es el único competente para expedir 
la regulación propuesta, y la ley el instrumento idóneo 
para desarrollar el mandato constitucional en la mate-
ria.

2. 
Parece que se abre a nivel internacional una nueva 

visión sobre el tratamiento del fenómeno de las sus-
tancias estupefacientes y psicotrópicas, orientada más 
a la prevención y al tratamiento de la adicción que a 
la producción y erradicación. Para ilustración de esta 
ponencia transcribimos el editorial del periódico El 
Tiempo del 11 de mayo de 2010:

cambios profundos en la estrategia colombiana de lu-
cha contra las drogas. Dicha conclusión se despren-
de de las recientes declaraciones del general Óscar 

esfuerzo del Gobierno en esa materia. Nos vamos a 
focalizar en las redes de distribución en Colombia y 

diario.

se ha centrado en la interdicción en las fases de siem-
bra (erradicación y fumigación de cultivos ilícitos), 
procesamiento (destrucción de laboratorios y cocinas) 
y transporte (incautación de cargamentos y desmonte 
de rutas). Así mismo, las autoridades colombianas han 
desplegado estrategias orientadas a combatir el lava-

testaferrato, el comercio de precursores químicos y el 

elevar el precio de la droga en los países consumido-
res y debilitar a los carteles.

Sin embargo, a pesar de los constantes golpes pro-

demanda de cocaína en las calles de los principales 
mercados mundiales, sino que Colombia dio el paso 
de país productor de alcaloides a sociedad consu-

preocupantes niveles de consumo es un primer paso en 
-

distribución de los narcóticos. En otras palabras, se 

ciudadanos. Recientemente, los carteles desplegaron 
bandas delictivas en las urbes nacionales para contro-
lar la venta de estupefacientes y otros negocios ilícitos 

-

Esto contribuyó a un aumento notable del consumo 

-
res, que aspiran cocaína y fuman marihuana. Una en-

2009, dos de cada tres bogotanos sintieron que su ba-
rrio era inseguro por los atracos y la venta de drogas. 
Las calles, plazas, parques, escuelas y espacios verdes 

amenaza de pandillas dedicadas al comercio al detal 

la reducción de la violencia.
El giro mencionado se sintoniza con la nueva estra-

sus calles con programas de prevención en las comu-

Si bien esta nueva política seguramente demanda-

la soporta es acertado. Pero, al mismo tiempo, hay 
-

dad, pues la realidad muestra que la lucha tradicio-

entre bandas criminales, narcos, nuevos paras y gue-

Queremos igualmente transcribir un informe publi-
cado en el mismo diario el 10 de mayo de 2010 sobre 
el consumo entre universitarios de la Comunidad An-
dina de Naciones, que nos presenta como los primeros 

a nuestro más preciado capital humano: los jóvenes 
universitarios que se están preparando para dirigir el 
Estado y organizar la Sociedad:

“Universitarios de Colombia, con mayor consu-

Andina.
El 27% de los estudiantes colombianos asegura ha-

-

estudiantes colombianos declararon haber usado dro-
gas de síntesis alguna vez en su vida. Mientras que en 

Cita el informe que en Colombia el 23,4% de los 
estudiantes declaran conocer a alguien en su univer-

Respecto al consumo de marihuana, el 26,7 por 
ciento de los estudiantes consultados en Colombia 
aceptó haber consumido alguna vez en la vida. En Bo-

El uso de cocaína alguna vez en la vida es declara-
do por 6,4% de los estudiantes de Colombia, cifra que 

mes, la situación es la misma, pero con cifras menores. 
Es así como 0,2% de los estudiantes ha consumido co-

La edad de inicio del consumo de cocaína en uni-

-
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-

consumido bebidas alcohólicas al menos una vez en la 

3. 
La accesibilidad a la salud hace referencia a la po-

sibilidad que tiene la persona de obtener la prestación 
de los servicios de salud dentro del territorio nacional 
sin discriminación de ninguna índole, sin limitaciones 
económicas y sin obstaculización de la información. 
En todo momento y circunstancia todas las personas 
deben tener acceso físico, social y económico a ser-
vicios adecuados de prevención, atención y rehabili-
tación; disponibilidad de exámenes y medicamentos 
necesarios para el diagnóstico, el tratamiento y terapia 
adecuada.

La necesidad de la intervención urgente del Estado 
-

nibilidad y el acceso a las sustancias presentadas en 
distintos estudios.

Los estudios nacionales de consumo de sustancias 
psicoactivas, muestran que este viene en aumento 
constante, ubicándonos en un nivel medio de uso fren-
te a otros países de América del Sur.

El Estudio Nacional de Salud Mental, 2003 muestra 
que los trastornos por consumo de sustancias psico-
activas se encuentra dentro de los tres problemas más 
frecuentes de salud mental con un 10,6% de prevalen-
cia de vida.

El mismo estudio mostró que el trastorno con me-
nor uso de servicios de salud, es justamente el asocia-
do al consumo de sustancias psicoactivas. El 95% de 
estas personas nunca ha accedido a servicios de salud 
especializados.

También preocupa que departamentos como Cauca, 
Valle del Cauca, Antioquia, Norte de Santander, Huila, 
Tolima y ciudades como Bogotá, vienen evidenciando 
expansión de patrones de uso de alto impacto para la 
salud pública, tales como la heroína.

La última Encuesta Nacional de Consumo de Sus-
tancias Psicoactivas en Colombia, 2008, mostró que 
en Colombia 14 de cada 100 hombres y 5 de cada 100 
mujeres han consumido alguna vez en su vida alguna 
sustancia psicoactiva ilícita.

Se calcula en 541.000 el número de personas que 
-

tancias, lo que equivale al 2.74% de la población entre 

También se calcula en cerca de 300.000 el número 
de personas que estarían en necesidad de recibir trata-
miento especializado en Colombia, por cumplir con el 
criterio de dependencia, de uso problemático o abuso.

Es por ello, que surge en el Estado la obligación de 
-

ción contra el consumo de drogas o sustancias estupe-

se abstengan del consumo de dichas sustancias y de-
sarrollen conocimientos y actitudes que les permitan 
mantenerse saludables, así como evitar la progresión 
del hábito hacia un consumo problemático de drogas 
en aquellas personas que ya se han iniciado en el con-

intervención temprana para ofrecer los tratamientos 
adecuados y así poder evitar los problemas resultantes 
del consumo.

Lo anterior, resulta de la consagración del derecho 
a la salud como derecho fundamental por conexidad 
con el derecho a la vida, lo cual demanda una mayor 
intervención por parte del Estado en relación con aque-
llas personas que atendiendo a situaciones de índole 
económica, no cuentan con los medios necesarios para 
acceder a los tratamientos que permitan una efectiva 
salida a su problema de adicción.

En cuanto al derecho a la salud la Corte Consti-
tucional en Sentencia T-597 de 1993 M. P. Eduardo 

la facultad que tiene todo ser humano de mantener la 
normalidad orgánica funcional, tanto física como en 
el plano de la operatividad mental, y de restablecerse 
cuando se presente una perturbación en la estabilidad 
orgánica y funcional de su ser. Implica, por tanto, una 
acción de conservación y otra de restablecimiento... la 
salud supone un estado completo de bienestar físico, 
mental y social, y no solamente la ausencia de afec-
ciones o enfermedades, El derecho a la salud y a la 
vida, debe entenderse referido también al derecho a 
la dignidad de que goza toda persona, se ha entendi-
do por la Corte Constitucional en Sentencia T-175 de 
2002 M. P. Rodrigo Escobar Gil que la vida supone 
un derecho constitucional fundamental no entendido 
como una mera existencia, sino como una existencia 

en la medida de lo posible, todas las facultades de que 
puede gozar la persona humana; así mismo, un dere-
cho a la integridad personal en todo el sentido de la 
expresión que, como prolongación del anterior y ma-
nifestación directa del principio de la dignidad huma-
na, impone tanto el respeto por la no violencia física y 
moral, como el derecho al máximo trato razonable y 
la mínima afectación posible del cuerpo y del espíritu.

El artículo 49 de la Constitución dispone que la 
atención en salud y el saneamiento ambiental son ser-
vicios públicos a cargo del Estado, quien deberá orga-
nizar, dirigir y reglamentar la prestación del mismo, 
permitiendo que todas las personas puedan acceder sin 
restricciones a tales servicios. Es con base en esta dis-
posición constitucional que deben desplegarse por par-
te del Estado, todas aquellas conductas que permitan 
una real y efectiva prestación del servicio, el cual debe 
incluir los tratamientos necesarios para poder salir del 
estado de drogadicción en el que pueda encontrarse 
una persona.

El carácter fundamental del derecho a la salud, se 
predica tanto del sujeto como del objeto de este dere-
cho, a este respecto la Sentencia C-463 de 2008 M. P. 
doctor Jaime Araújo Rentería, ya que se trata, de un 
lado de un derecho que es predicable de manera uni-
versal y sin excepción respecto de todas las personas 
sin posibilidad de discriminación alguna; de otro lado, 
se trata de un derecho que es predicable respecto de 
una necesidad básica de los individuos o seres huma-
nos, esto es la salud, lo cual implica a su vez, la obli-
gación de prestar todos los servicios necesarios para 
su prevención, promoción, protección y recuperación. 

Este carácter fundamental del derecho a la salud se 

mismo para la vida digna de las personas (Resalta ori-
ginal). El Estado debe procurar una especial atención 
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a favor de aquellas personas que por su estado de in-
defensión no cuentan con las mismas prerrogativas y 
privilegios para acceder al Sistema de Seguridad So-
cial en Salud. En este sentido la Corte Constitucional 
en Sentencia T-046 de 1997, manifestó que el Estado 

Fundamentales lo cual exige del Estado una interven-
ción directa e inmediata. Es por ello que la Consti-
tución de 1991 consagró la obligación del Estado de 
brindar protección a estos sectores marginados.

Por ello, es que la reglamentación del Acto Le-
gislativo, tendrá en cuenta a la población indigente, 
como población vulnerable, que no cuenta con los 
medios necesarios para costear los tratamientos de 
rehabilitación adecuados para superar sus problemas 
de adicción.

Según lo preceptuado en el artículo 13 de la Cons-
titución, el Estado protegerá especialmente a aquellas 
personas que por su condición económica, física o 
mental, se encuentren en circunstancias de debilidad 

a quienes hacen parte de este sector marginado de la 
población, quienes deben ser objeto de un trato pre-
ferente, principalmente con lo relacionado al tema de 
atención en salud.

Por su parte, los entes descentralizados también 
juegan un papel importante en el desarrollo de este 
tema, así lo ha manifestado la Corte Constitucional en 
Sentencia T-211 de 2004 M. P. Rodrigo Escobar Gil de 
la siguiente manera: La Ley 715 de 2001 establece cla-
ramente las competencias de las entidades territoriales 
en materia de prestación de servicios de salud de los 
participantes vinculados, el artículo 43.2 de la ley de-
termina que corresponde a los departamentos, dirigir, 
coordinar y vigilar el sector salud y el sistema general 
de seguridad social en salud en el territorio de su juris-
dicción y le asigna entre otras las funciones de gestio-
nar la prestación de los servicios de salud, de manera 

en lo no cubierto con subsidios a la demanda, mediante 
instituciones prestadoras del servicio de salud públicas 

-
pios o asignados por participaciones la prestación de 
servicios de salud de esta población, así como también 
le corresponde organizar, dirigir, coordinar y adminis-
trar la red de instituciones prestadoras de servicios de 
salud públicas en el departamento.

El presente proyecto de ley busca una cobertura in-
tegral para aquellos casos en los que una persona se 

psicotrópica, desde su desintoxicación, rehabilitación 
psiquiátrica y manejo físico, así como el posterior se-
guimiento que permita una verdadera rehabilitación a 
nivel personal, familiar y social.

A más del tratamiento que en contra de la droga-
dicción se implemente, el Estado a través de los entes 
descentralizados deberá movilizar redes y coopera-

permitan la rehabilitación e inclusión social del consu-
midor habitante de la calle, para lo cual podrá contar 
con el apoyo de entidades pertenecientes al Sistema 
de Seguridad Social en Salud quienes podrán hacer su 
aporte al logro de los objetivos de rehabilitación voca-
cional (SENA) y física (Sistema de Subsidio Familiar).

El desarrollo del acto legislativo, pretende propiciar 
los medios adecuados para evitar la reincidencia de 
estas personas en su anterior estado de drogadicción, 
pues bien sabido es que se llega a estos avanzados es-
tados problemáticos por la falta de oportunidades con 
que se cuenta en algunos casos.

A continuación procederemos a realizar una pre-
sentación de los aspectos fundamentales que se desa-
rrollan en el proyecto que se somete a consideración 
del honorable Congreso de la República.

Con el objeto de establecer medidas y tratamien-

o terapéutico para aquellas personas que consuman 
sustancias estupefacientes o psicotrópicas, la ley bajo 
los principios de igualdad, razonabilidad, proporciona-
lidad, necesidad, temporalidad y corresponsabilidad, 

tratamiento.
Con base en ello, se establecerán medidas que en 

ningún caso constituirán represiones de tipo penal, así 
como limitación a la libertad de la persona.

Las medidas y tratamientos a que hace referencia la 

por el consentimiento informado del paciente, con el 

todo momento estará asistida por un agente del Minis-
terio Público.

De conformidad con el artículo 49 de la Constitu-
ción Política, el Estado desarrollará en forma perma-

drogas o sustancias estupefacientes o psicotrópicas. 

las entidades públicas y privadas, quienes deberán 
generar mecanismos de divulgación y sensibilización 
frente al consumo de drogas.

Para ello se crearán mecanismos que permitan de-
sarrollar actividades que fomenten actividades de tipo 
lúdico, en lugar del consumo de drogas, a través de la 
práctica de deportes, la participación de clubes juveni-
les, entre otros.

-
-

cativo en los niveles básico, medio y superior, para lo 
cual el Ministerio de Educación Nacional procederá a 
implementar el proyecto institucional preventivo del 
consumo, abuso y dependencia de sustancias estupe-
facientes o psicotrópicas. Papel fundamental juegan 
también los padres de familia en los procesos de divul-

-
ciones educativas colaborarán con la implementación 

familia en valores y principios que contribuyan a pre-
venir comportamientos que afecten el cuidado integral 
de la salud de las personas, en especial la de sus hijos.

En el ámbito laboral el Ministerio de la Protección 

-
ble, impulsando y fomentando el desarrollo de progra-
mas de prevención permanente al interior del lugar de 
trabajo. La implementación de este proyecto institu-
cional, estará a cargo de las secretarías de salud.

Para tales efectos se elaborará un diagnóstico so-
bre la percepción en los trabajadores de la existencia 
de factores de riesgo sobre el consumo indebido de 
sustancias estupefacientes o psicotrópicas; luego se in-
formará a los trabajadores acerca de las ventajas y la 
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necesidad de abordar el tema del consumo indebido de 
sustancias al interior del lugar de trabajo; con base en 
estos estudios se generará una política preventiva con 
la creación de un plan de acción estratégico de activi-
dades que será consecuencia de un trabajo participati-
vo de los trabajadores de los diferentes niveles, para 
luego proceder a la divulgación de dicho documento 
que constará por escrito y que será supervisado me-
diante la realización de evaluaciones que permitan un 
proceso permanente y continuo que haga que la políti-
ca de prevención adoptada permanezca vigente.

De igual forma, aquellas personas que tengan a su 
cargo el cuidado de otras que se encuentren privadas 
de la libertad deben garantizar la divulgación al inte-
rior del establecimiento penitenciario o carcelario, el 
proyecto institucional preventivo.

en sitios públicos y a través de los medios masivos de 
comunicación, que permitan crear conciencia en las 
personas de los efectos nocivos del consumo de sus-
tancias estupefacientes o psicotrópicas.

Atendiendo a las disposiciones del artículo 49 de 

y rehabilitadores establecerse medidas y tratamientos 
-

rapéutico dependiendo de los diferentes grados de de-
pendencia en los que se encuentre una persona.

estarán dirigidas a crear conciencia del efecto que 
acarrea el consumo y de la necesidad de cuidar de la 
propia salud, en aquellos casos en los que no se ha ini-
ciado consumo, así como en aquellos eventos en que 
el consumo sea tan mínimo que no amerite tratamiento 
de rehabilitación alguno. Estas medidas podrán con-
sistir en ofrecimiento de información, actividades de 
capacitación para desarrollar habilidades y destrezas 
necesarias para evitar el consumo de sustancias psico-
activas, entrevistas motivacionales o involucramiento 
en actividades prosociales las cuales serán realizadas 
en entidades asistenciales, hospitalarias, orfanatos y 
demás instituciones similares o de obras públicas.

Las medidas rehabilitadoras están instituidas para 
que las personas permanezcan sin consumo de drogas 
o sustancias estupefacientes o psicotrópicas y desarro-
llen conocimientos o actitudes que les permitan mante-
nerse saludables; evitar la progresión del hábito hacia 
un consumo problemático de drogas en aquellas perso-
nas que ya se han iniciado en el consumo, disponiendo 

para ofrecer los tratamientos adecuados y así puedan 
evitar los problemas resultantes del consumo de dichas 
sustancias. Estas medidas consistirán en la internación 
de la persona en un centro de atención al drogadicto 
para lograr su efectiva curación.

Los tratamientos de rehabilitación comprenderán 
-
-

ción integral, por lo que se desarrollarán programas de 
seguimiento mediante la internación en un Centro de 
Atención al Drogadicto que permitan su deshabitua-
ción y la adquisición de herramientas para una adapta-
ción social así como su posterior seguimiento a nivel 
personal, familiar y social.

aplicación a estos medios de protección con que cuenta 

el Estado a efectos de brindar ayuda y apoyo a las per-
sonas que consumen sustancias estupefacientes o psi-
cotrópicas, tendrá como actor principal la presencia de 
un médico psiquiatra o psicólogo, que será en primer 
lugar la persona encargada de atender a aquellos que 
sean conducidos por parte de la Policía Nacional a los 
Centros de Orientación.

La Policía Nacional al ser aquella autoridad que 
tenga un primer contacto con las personas que se en-
cuentren consumiendo o portando sustancias estupefa-
cientes o psicotrópicas en lugar público, deberá actuar 
en todo momento preservando la dignidad de la per-
sona, pues debemos tener en claro que no estamos en 
presencia de ningún delincuente, sino de personas que 
atendiendo a sus problemas de dependencia necesitan 
una especial protección a efectos de lograr la ayuda 

-
cía es prevenir que estas personas afecten sus derechos 
o los de terceros, debido al estado en que se encuen-
tran; estamos aquí en presencia de una medida que no 
vulnera derecho alguno de la persona, por el contrario 
protege los derechos fundamentales de quienes se en-

-
rrear consecuencias adversas para su salud.

En todo caso la autoridad de policía siempre actua-
rá bajo los principios de razonabilidad, proporcionali-
dad y necesidad para evitar irregularidades que puedan 
acarrear eventuales violaciones de derechos funda-
mentales.

Una vez trasladada la persona por parte de la policía 
al Centro de Orientación, que funcionará las veinticua-

-
ra integral, el médico psiquiatra o psicólogo deberá en 

y a su posterior registro en el sistema que para tales 
efectos disponga el Ministerio de la Protección Social.

Posteriormente, se dará lugar al desarrollo de la en-
trevista que permita concluir que una persona es con-
sumidora de drogas ya sea de una manera problemática 
o simplemente ocasional, con base en la guía y proto-
colo expedidos por el Instituto Nacional de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses.

Con base en esta entrevista el médico podrá obtener 
información acerca del estado mental y circunstancias 

las autoridades al respecto, mediante la observación de 
la actitud, el afecto, el lenguaje verbal y no verbal del 
examinado, así como la exploración de su comporta-

y protección que necesita.
El especialista deberá rendir su dictamen dentro 

de las siete (7) horas siguientes a la realización de la 
-

sarias aplicar en el caso concreto, y comunicándolas a 
las autoridades competentes del sistema de salud para 
implementarlas.

Si la medida a imponer es rehabilitadora, se proce-
derá a comunicarle a la persona el tratamiento a seguir 

Para efectos de dar cumplimiento a las medidas 
rehabilitadoras los pacientes serán remitidos al Cen-
tro de Atención del Drogadicto que en ese momento 
cuente con cupos disponibles a efectos de iniciar el 
tratamiento respectivo. Para ello, el Ministerio de la 
Protección Social deberá adelantar un registro de los 
CAD existentes en el país con la disponibilidad de cu-
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pos que tenga, así como del tipo de tratamiento que 
implementa a efectos de ubicar a la persona en aquel 
que esté acorde con sus necesidades.

4. -

septiembre de 2011 el Ministerio de Educación Nacio-

sobre los artículos 4°, 5° y 6° del Capítulo I relaciona-
dos con el sector educativo. 

Recomienda el Gobierno que como quiera que 
cada establecimiento educativo debe plantear y poner 
en práctica su Proyecto de Educación Institucional –

de acción de estrategias para intervenir en problemá-

-
ción al Capítulo I, respecto del Proyecto Institucional 
Preventivo, la participación de los padres de familia 

-
culos considera el Ministerio de Educación se tendrá 
una fácil comprensión y aplicación por parte del sector 
educativo.

5. 
El Proyecto de ley número 111 de 2010 Senado, 

279 de 2011 Cámara, por la cual se dictan normas 
para garantizar la atención integral a drogadictos y se 

drogas, ha cursado sus dos debates respectivos por el 
Senado y actualmente se encuentra en Comisión Sép-
tima de Cámara esperando su tercer debate para que 
siga en curso.

El proyecto de ley anteriormente mencionado es 
afín y complementario con el proyecto de ley trata-
do en esta ponencia, en cuanto que ambos proyectos 
buscan la ayuda y atención integral de drogadictos y 
manejarlo como un problema de salud pública. Se han 

-
dos sean complementarios y sigan su trámite regular 
dentro del Congreso. 

° se 
establece que las instituciones educativas y facultades 
de formación docentes incluirán dentro de sus progra-
mas, la prevención del consumo de sustancias estupe-
facientes o sicotrópicas, mediante convenios con orga-

Respecto del artículo 9° se aclara que las Adminis-
tradoras de Riesgos Profesionales desarrollarán sus 
labores enmarcándose dentro de las normas que garan-
ticen la atención integral de adictos a drogas lícitas o 
ilícitas.

En el artículo 15 se reconoce que la adicción al con-
sumo de drogas psicoactivas, es un tema de salud pú-
blica y por lo tanto tratada como una enfermedad que 
requiere atención integral por parte del Estado. 

Se adiciona un Capítulo IV donde se instituciona-
liza el Día Internacional de la Lucha contra la Droga-
dicción, se realizará una actividad el 26 de junio de 

consumo de alcohol. 
6. 
Por los argumentos anteriormente presentados nos 

permitimos solicitar muy respetuosamente a la Comi-
sión Primera de Senado de la República dar primer 

debate al Proyecto de ley número 72 de 2011 Senado, 
-

ro 02 de 2009, se establecen medidas y tratamientos 

-
cias estupefacientes o psicotrópicas, y se dictan otras 
disposiciones. 
adjunto.

Cordialmente,
 Senador Ponente; Juan 

 Senador de la República.
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 72 DE 2011 

SENADO

de 2009, se establecen medidas y tratamientos adminis-

para las personas que consuman sustancias estupefa-
cientes o psicotrópicas, y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

T Í T U L O   I
OBJETO 

Artículo 1°. . El objeto de la presente ley es 
establecer medidas y tratamientos administrativos de 

personas que consuman sustancias estupefacientes o 
psicotrópicas.

-
tación, tratamiento y seguimiento de las personas que 
por su estado de dependencia merecen una especial 
atención.

El desarrollo de la presente ley se realizará con el 
-

rechos y deberes consagrados en la Constitución en 
cabeza del Estado.

T Í T U L O   II
CAMPAÑAS DE PREVENCIÓN

-
sibilización de prevención del consumo de sustancias 
estupefacientes o sicotrópicas estarán a cargo del Es-
tado.

El Estado utilizará los medios de difusión de que 
dispone para implementar medidas tendientes a evitar 
la apología al consumo.

Para los efectos del inciso anterior, la entidad en-
cargada de vigilancia de los medios de difusión, es-
tablecerá las sanciones pertinentes frente a aquellos 
programas que sean transmitidos en horario familiar y 
que inciten al consumo de sustancias estupefacientes o 
sicotrópicas.

-
tancias estupefacientes o sicotrópicas, se fomentará el 
deporte por intermedio del Instituto Colombiano del 
Deporte, Coldeportes.

CAPÍTULO I

Proyecto Institucional Preventivo
-

-
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-

Artículo 5°. Participación de los padres de fami-
lia. En toda institución educativa los padres de familia 
contarán con una participación activa que permita la 

nivel educativo como familiar.
Vigilancia -

-

-

Artículo 7°. Convenios. Las Secretarías de Edu-

actividades periódicas de sensibilización, divulgación 
y capacitación en materia de consumo de sustancias 
estupefacientes o sicotrópicas.

-

-

CAPÍTULO II

Artículo 8°. El Ministerio de la Protección Social 
-

sumo de sustancias estupefacientes o sicotrópicas que 
asegure un ambiente de trabajo saludable, impulsando 
y fomentando especialmente el desarrollo de progra-
mas de prevención permanente en el lugar de trabajo.

Artículo 10. Para los efectos del artículo anterior se 
tendrán en cuenta las siguientes etapas:

a) Elaborar un diagnóstico sobre la percepción en 
los trabajadores de los factores de riesgo y protección 
que posee la organización y sobre el estado del consu-
mo de sustancias estupefacientes o sicotrópicas en el 
lugar de trabajo;

b) Informar y sensibilizar a los trabajadores sobre 
las ventajas y la necesidad de abordar la prevención 
del consumo de sustancias estupefacientes o psicotró-
picas en su lugar de trabajo, entregando datos sobre las 
manifestaciones del fenómeno y las consecuencias del 
mismo a nivel personal, familiar y organizacional;

c) Generar una política preventiva, con un plan de 
acción estratégico de actividades que será consecuen-
cia de un trabajo participativo de los trabajadores de 
los diferentes niveles del respectivo órgano;

d) Formular y difundir la política de prevención y 
el plan de acción estratégico que deberán ser forma-
lizados por escrito en un documento, precisando las 
acciones, objetivos y procedimientos.

e) Evaluar de manera permanente y continua la po-
lítica de prevención.

CAPÍTULO III

Artículo 11. En las instituciones donde se encuen-
tren personas privadas de la libertad se implementa-
rá el proyecto institucional preventivo del consumo, 
abuso y dependencia de sustancias estupefacientes o 
sicotrópicas.

Artículo 12. Las instituciones que tengan a su cargo 
el cuidado de personas privadas de la libertad, garanti-
zarán el tratamiento de rehabilitación adecuado frente 
a casos de adicción.

CAPÍTULO IV
 

-
cos para las personas que consuman sustancias estupe-
facientes o psicotrópicas y alcohol. Se institucionaliza 

de la Lucha contra la Drogadicción y el Consumo de 
Alcohol”. 

alumnos en general de instituciones de educación pre-
escolar, educación básica, educación media y educa-
ción superior; realizarán una actividad el 26 de junio 

contra la Drogadicción y el Consumo de Alcohol”. 
El Ministerio de Educación así como el Ministerio 

de la Protección Social, la Procuraduría General de la 
Nación y la Defensoría del Pueblo harán el debido se-

actividad.
T Í T U L O   III

COBERTURA EN SALUD
. -

-

Artículo 16. El Gobierno Nacional incorporará al 
Sistema Nacional de Salud el tratamiento para la re-
habilitación de las personas que por su estado de adic-
ción y dependencia sean sometidos a él. El Sistema 
Nacional de Salud deberá construir las instalaciones 
y proveer los servicios humanos y recursos materiales 
necesarios para su correcto funcionamiento. 

Artículo 17. Los entes territoriales deberán desti-
nar recursos para la implementación de las medidas de 
prevención, tratamiento y seguimiento para los consu-
midores de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, 
realizando las debidas apropiaciones que permitan una 

Artículo 18. Los Comités Departamentales y Mu-
nicipales de prevención y control de drogas evaluarán 
permanentemente la gestión que las entidades territo-
riales deberán cumplir en la atención en salud al adicto.

T Í T U L O   IV
MEDIDAS Y TRATAMIENTOS ADMINISTRATI-
VOS DE ORDEN PEDAGÓGICO, PROFILÁCTICO, 

TERAPÉUTICO Y DE PROTECCIÓN
-

res las medidas a imponer podrán ser de tipo pedagó-
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Artículo 20. Urgencia de la medida. La situación 
de la persona debe ser catalogada razonadamente 
como urgente, para garantizar los derechos de quien 
se encuentre en estado de indefensión, o, exposición 
al peligro, o, evidente excitación así como de terceros 
eventualmente afectados.

Artículo 21. Motivación de la medida. La autoridad 

la medida, las razones fundadas, objetivos y criterios 
aplicados en su decisión.

En todos los casos se garantizará la intervención de 
un agente del Ministerio Público, quien velará porque 
los derechos y garantías de las personas no resulten 
amenazados o vulnerados.

CAPÍTULO I

Artículo 22. . 

todas aquellas dirigidas a crear conciencia del efecto 
que acarrea el consumo y de la necesidad de cuidar de 
la propia salud, en aquellos casos en los que no se ha 
iniciado consumo, así como en aquellos eventos en los 
que el consumo es tan mínimo que no amerita trata-
miento de rehabilitación.

Artículo 23. Las medidas pedagógicas consisti-
rán en ofrecimiento de información, actividades de 
capacitación para desarrollar habilidades y destrezas 
necesarias para evitar el consumo de sustancias estu-
pefacientes o sicotrópicas, entrevistas motivacionales 
o involucramiento en actividades prosocial.

Artículo 24. Capacitaciones. Las capacitaciones 
consistirán en brindar información a través de activi-
dades pedagógicas o terapéuticas dirigidas a evitar el 
consumo de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, 
así como de ilustrar los efectos nocivos que dicho con-
sumo conlleva.

Las capacitaciones se realizarán por un término mí-
nimo de 8 horas por parte de las instituciones estatales 
tales como Policía Nacional, establecimientos educati-
vos, entre otras.

Artículo 25. Entrevistas motivacionales. Las entre-
-

mover en la persona la intención de dejar el consumo 
de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, disminuir 
el riesgo del consumo y reducir la vulnerabilidad.

La duración de las entrevistas será la determinada 
por el especialista para cada caso en concreto.

Artículo 26. Actividades sociales. Las actividades 
sociales consistirán en la obligación de colaborar en 
instituciones asistenciales, hospitalarias, orfanatos y 
demás instituciones similares o de obras públicas por 
un término que no podrá exceder de tres horas diarias 

La Policía Nacional vigilará el cumplimiento de las 
actividades prosociales asignadas a la persona.

CAPÍTULO II

Artículo 27. Medidas rehabilitadoras. Las medidas 
-

nas eviten el consumo de sustancias estupefacientes o 
sicotrópicas y desarrollen conocimientos y actitudes 

que les permitan mantenerse saludables; evitar la pro-
gresión del consumo de sustancias estupefacientes o 
sicotrópicas en aquellas personas que ya se han inicia-

e intervención temprana para ofrecer los tratamientos 
adecuados.

Artículo 28. Las medidas rehabilitadoras consisti-
rán en la internación de la persona en un Centro de 

su deshabituación y adquisición de herramientas para 
una adaptación social, así como su posterior segui-
miento a nivel personal, familiar y social.

T Í T U L O   V
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 29.  Los Centros 
de Orientación –CO– funcionarán como una cuenta 
especial sin personería jurídica, administrada por el 
Ministerio de la Protección Social como un sistema 
separado de cuentas cuyo objetivo es prestar los servi-
cios destinados a propiciar la prevención, tratamiento 
y rehabilitación de consumidores y adictos de sustan-
cias estupefacientes o psicotrópicas.

Artículo 30. -
ción. Se destinará hasta un 40% de los recursos que 
ingresen anualmente al Fondo para la Rehabilitación, 
Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organiza-
do –Frisco– para el fortalecimiento de los programas 
de prevención, mitigación, superación y desarrollo 
institucional establecidos en el marco de la Política 
Nacional para la reducción del consumo de sustancias 
estupefacientes o psicotrópicas y su impacto.

El Gobierno Nacional destinará recursos del presu-
puesto nacional para el funcionamiento de los Centros 
de Orientación.

Artículo 31. . Los centros de Orienta-
ción estarán integrados de la siguiente manera:

1. Uno o varios médicos especializados en si- 
quiatría.

2. Uno o varios agentes del Ministerio Público.
3. Uno o varios funcionarios de Policía Judicial.
Artículo 32. Para efectos de garantizar una ma-

yor cobertura y eficaz prestación del servicio, los 
Centros de Orientación funcionarán las veinticuatro 
horas del día.

Artículo 33. Para efectos de lograr una sana convi-
vencia en aras de la seguridad en los Centros de Aten-
ción Especializada, se contará con la vigilancia y apo-
yo de las autoridades de policía.

Artículo 34. Para dar cumplimiento al artículo an-
terior, se elaborará un protocolo del procedimiento a 
seguir para los casos en que una persona sea sorpren-
dida portando o consumiendo sustancia estupefaciente 
o sicotrópica, por parte de la autoridad de policía, sin 
exceder los parámetros legales y constitucionales que 
sobre la materia se hayan desarrollado.

Artículo 35. Participación de las entidades territo-
riales. Las entidades del nivel central y las entidades 
territoriales celebrarán convenios con instituciones 
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reintegración social, familiar y laboral de las personas 
que han sido objeto de una medida de protección por 
parte del Estado.

Las entidades territoriales deberán incluir en los 
proyectos de presupuesto anual para la aprobación de 
las asambleas departamentales y consejos municipales 
o distritales, las partidas necesarias para atender los 
programas de rehabilitación.

Las entidades territoriales deberán informar al Mi-
nisterio de la Protección Social el monto de los recur-
sos destinados para la implementación de las acciones 
para la atención de los consumidores y adictos.

Artículo 36. Centros de Atención en Drogadicción, 
CAD. Para efectos del cumplimiento de las medidas 
rehabilitadoras se contará con los CAD que se encuen-
tren inscritos en el Ministerio de la Protección Social.

Artículo 37. Se facultará a la Comisión Nacional de 
-

lizar programas y proyectos que permitan la aplicación 
y difusión de la presente ley.

T Í T U L O VI
VIGENCIA Y DEROGATORIA

Artículo 38. Vigencia y derogatoria. La presente 
ley rige a partir de la fecha de su promulgación y dero-
ga todas aquellas disposiciones que le sean contrarias.

Cordialmente,
 Senador Ponente; Juan 

 Senador de la República.
* * *

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE 

por medio de la cual se dictan medidas  
para la prevención del secuestro y desaparición  

de menores y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 21 de noviembre de 2011
Honorable Senador
LUIS FERNANDO VELASCO CHÁVEZ
Presidente
Comisión Primera Constitucional
Senado de la República

En cumplimiento del encargo hecho por la Mesa 
Directiva de la Comisión Primera Constitucional Per-
manente del Senado de la República y acatando el 
Reglamento del Congreso en sus artículos 156, 157, y 
158 de la Ley 5ª de 1992, nos permitimos rendir infor-
me de ponencia para primer debate ante la Comisión 
al Proyecto de ley número 56 de 2011 Senado, 19 de 
2010 Cámara, por medio de la cual se dictan medi-
das para la prevención del secuestro y desaparición 
de menores y se dictan otras disposiciones, en los si-
guientes términos: 

El Proyecto de ley número 56 de 2011 Senado, 19 
de 2010 Cámara, fue radicado el 21 de julio de 2010. 
Es de iniciativa de los honorables Representantes 
Guillermo Rivera, Roosvelt Rodríguez, Juan Carlos 
Salazar, Hernando Prada, y Gustavo Hernán Puentes. 
Hizo trámite en la Cámara de Representantes, siendo 
aprobado en la Comisión Primera de Cámara el 30 de 
noviembre de 2010 y en Plenaria de la Cámara el 26 
de julio de 2011. El 4 de agosto de 2011 fue recibido 

en el Senado de la República y repartido a la Comisión 
Primera Constitucional para su estudio, y la Mesa Di-
rectiva de esta comisión, en ejercicio de sus funciones 
nos designó como ponentes para primer debate.

Con la creación de la , se bus-

emitida a través de los medios de comunicación, bajo 
la coordinación de la Policía Nacional y algunas en-

y ubicar a los responsables. Los autores de la iniciati-
va sostienen que, con esta, buscan una aproximación 
distinta a la punitiva (entiéndase, aumento de penas 
para los victimarios), proponiendo abordar el proble-
ma desde otro enfoque. Este sería el de la solidaridad 
por parte de la comunidad en general.

Los autores de la iniciativa destacan las siguientes 
convenciones, protocolos y declaraciones que ha sus-
crito el Gobierno colombiano, con respecto a los dere-

-
bre de 1959.

-
tada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
20 de noviembre de 1989. Quizá el instrumento inter-
nacional de protección a los menores que ha sido rati-

3. Declaración sobre la Protección de la Mujer y del 

4. Reglas de las Naciones Unidas para la protec-
ción de menores privados de la libertad. Diciembre de 
1990.

5. Protocolo facultativo de la Convención sobre los 
-
-

grafía. Enero de 2002.

-

(Código de la Infancia y de la Adolescencia) al estable-

de los delitos de homicidio y lesiones personales bajo 
modalidad dolosa, delitos contra la libertad, integridad 
y formación sexuales, o secuestro, cometidos contra 

de la detención preventiva en establecimiento carcela-
rio por la de detención en el lugar de residencia, pre-
visto en los numerales 1 y 2 del artículo 314 de la ley. 

incrementar los mecanismos de protección de los de-

del sistema sancionatorio para los agresores de los 
derechos de los menores de edad. El incremento de la 
severidad sancionatoria es consecuencia de la preva-

-

interpretación de las normas que los afectan”.
Asimismo, citan los autores del proyecto la Sen-

administrativas y judiciales, encargadas de determi-
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casos particulares cuentan con un margen de discre-
cionalidad importante para evaluar, en aplicación de 
las disposiciones jurídicas relevantes y en atención a 
las circunstancias fácticas de los menores implicados, 
cuál es la solución que mejor satisface dicho interés; 
lo cual implica también que dichas autoridades tienen 
altos deberes constitucionales y legales en relación con 
la preservación del bienestar integral de los menores 
que requieren su protección, deberes que obligan a los 
jueces y funcionarios administrativos en cuestión a 
aplicar un grado especial de diligencia, celo y cuida-
do al momento de adoptar sus decisiones, mucho más 

e irremediable por cualquier decisión que no atienda a 
sus intereses y derechos”.

Por lo anterior, se puede concluir que la legislación 
y la jurisprudencia colombiana, en materia de protec-
ción de los derechos de los menores, es extensa. Sin 
embargo, a pesar de lo anterior, las estadísticas no han 
demostrado una disminución considerable de las cifras 

y adolescentes. Por esta razón, el proyecto pretende 
abordar el tema desde el enfoque de la participación 
ciudadana mediante la coordinación de la policía de-
partamental y municipal y algunas entidades estatales.

La Alerta Luis Santiago busca ser el resultado de 
la asociación de la Policía Nacional, las emisoras de 
radio, cadenas de televisión y la sociedad civil en 
general. Tal como lo dispone el proyecto, cuando se 
emite una Alerta, se difunde un boletín informativo de 
carácter urgente a través de los medios de comunica-

responsables. 
La creación de una alerta tiene su origen en Estados 

Arlington, Texas. A raíz de este lamentable caso se de-
sarrolló el concepto del Sistema de Alerta de Emergen-
cias para trasmitir información rápidamente en casos 

-

través de avisos emitidos con toda la información que 
esté disponible para que este proporcione los ojos y 
oídos adicionales que aumentan la probabilidad de 

transcurrido las primeras tres horas críticas. Las esta-

de acuerdo con la información proporcionada por los 
difusores de la Alerta Amber en los Estado Unidos, la 

asesinados mueren dentro de un lapso de tiempo corto 
después del secuestro. 

Se plantea que se emita la Alerta Luis Santiago por 
parte de la Policía Nacional y sus representantes depar-
tamentales, cuando existan ciertos criterios determina-
dos los cuales serán desarrollados por las autoridades 
departamentales para garantizar que se cumplan las 
condiciones locales de seguridad. 

Según dispone el proyecto, atendiendo las dinámi-
cas locales del país, y previo al cumplimiento de al-

gunos requisitos desarrollados en la presente ley, cada 
Gobernador y Alcalde, deberá desarrollar un Plan de 
Acción en el cual establecerán los medios de comuni-
cación y demás instituciones locales que están llama-
dos a trasmitir la información de la alerta una vez esta 

-
ridades de la fuerza pública departamental y municipal 
y a los medios de comunicación para establecer los 
pasos a seguir y los compromisos de cada una de las 
personas naturales y jurídicas de cara a la Alerta. Si pa-
sadas doce (12) horas desde que se emitió la Alerta Lo-
cal no se ha tenido noticia del menor, el procedimiento 
a seguir será la emisión de una Alerta a nivel nacional, 
con el ánimo de que, en todo el territorio nacional, se 
tenga conocimiento de su desaparición, evitando que 
se transporte al menor indefenso de manera delictuosa 
y previniendo su posible salida del país.

El proyecto aprobado en Cámara de Representan-

Alerta Luis Santiago; se describe quiénes son las ins-
tituciones y autoridades participantes; se estipulan los 
requisitos para la emisión de la alerta; se describen los 

-
nes. A continuación se resume cada uno:

desaparición o secuestro, basada en el principio de la 
solidaridad de la sociedad civil.

-
pleta.

-
-

yan sufrido cualquier tipo de desaparición o secuestro. 
El artículo 4° establece las instituciones y autorida-

des participantes entre quienes se encuentran los me-
dios de comunicación nacionales, departamentales y 
municipales; las entidades estatales; las terminales de 
transporte, aeropuertos, puertos marítimos; y la fuerza 
pública y demás autoridades civiles.

El artículo 5° dispone que, una vez emitida la Aler-
ta Local, las autoridades e instituciones departamen-
tales o municipales deben difundir la información del 

Asimismo, establece una serie de acciones que las en-
tidades públicas, las terminales de transporte, los me-
dios de comunicación y la fuerza pública, a nivel de-
partamental y municipal, deben adelantar para lograr 

El artículo 6° crea una Alerta Nacional para los ca-
sos en que, 12 horas después de la emisión de la Aler-
ta por la autoridad departamental o municipal, no se 
tenga noticia del menor. Esta será emitida por la Di-
rección Nacional de la Policía inmediatamente tenga 
la información del desaparecimiento por la autoridad 
local. A su vez, ordena que esa información sea difun-

-
rior. Por último, establece un plazo de 1 (una) semana 
para la difusión de esa alerta. 

en el artículo 7° el cual dispone que esta sea el Coman-
dante Departamental de Policía quien será responsable 
de emitir la alerta inicial, dentro de su jurisdicción, una 
vez transcurridas 8 horas de la noticia de la desapari-
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ción del menor. Ordena también a los Comandantes 
Municipales de Policía a que emitan dicha alerta, una 
vez transcurridas 8 horas de la noticia, en los respec-
tivos municipios y cabeceras, haciendo la salvedad de 
que sea necesaria una previa autorización de los padres 
de este o de quien ejerza para el momento la patria 
potestad. Por último, le ordena al Comando Departa-
mental de Policía a que reporte las alertas locales de 
su jurisdicción ante la Dirección General de la Policía 
Nacional.

El artículo 8° dispone de un término de 8 horas para 
-

ción suministrada por quienes pusieron la denuncia so-

sea veraz, para posteriormente emitir la alerta.

9° estableciendo que el Gobernador, y el Alcalde para 
el caso de los municipios con más de quinientos mil 
(500.000) habitantes, desarrollen el Plan en el cual 
establezcan los medios de comunicación y demás 
instituciones para que trasmitan la información de la 

que dichas autoridades convoquen a la fuerza pública 
departamental, a los medios de comunicación y demás 
entidades para que atiendan la alerta, para establecer 
los pasos a seguir. Para el nivel nacional, establece que 
el encargado de realizar el Plan de Acción sea el Mi-
nisterio del Interior y de Justicia. Por último, ordena a 
los Gobernadores, Alcaldes y al Ministerio del Interior 
y de Justicia, a que, en 6 meses, elaboren un Plan de 
Acción. 

La capacidad de las autoridades de policía de soli-
citar la colaboración de los medios de comunicación y 
a los mismos miembros de la comunidad, a pesar del 
incumplimiento de los requisitos establecidos para las 

en el artículo 11. 
Por último, el artículo 12 establece las sanciones 

impuestas a los servidores públicos por el no cumpli-

omisiones como falta grave de acuerdo a lo establecido 
en el Código Disciplinario Único. 

A pesar de la pertinencia del tema a tratar y las bon-
dades que un proyecto como este tiene para el bienes-

el texto aprobado en Cámara de Representantes deja 
aún ciertos vacíos que, se considera, son necesarios de 

sepan cómo deben proceder de manera clara y deta-
llada en estos casos. Por ejemplo, si para publicar fo-
tos de menores se requiere autorización de los padres, 
¿esto se considerará un requisito para una emergencia 
como esta? Si no se requiere esta autorización previa, 
¿no se iría en contra del Código del Menor?

Por otro lado, el proyecto no es claro sobre la forma 
en que se debe emitir la alerta, en qué horarios, o cada 
cuánto se debe emitir. 

Los ponentes recibimos conceptos y recomenda-
ciones de las siguientes entidades:

 Hace recomendaciones sobre el 
-

dad de género. También expresa que el rapto no existe 
como tipo penal; recomiendan incluir a todos los ni-

al ministerio público en la lista de instituciones y en-
tidades participantes. Sugieren establecer un término 

desaparecida, y hacen una serie de recomendaciones 
para mejorar la efectividad de los Planes de Acción. 

De acuerdo 
con este Ministerio, es posible que con la normativa 
existente ya tengamos una protección especial como 
la descrita en el proyecto de ley. Sin embargo, existen 
las siguientes observaciones. Se deberá reservarse el 

-
vilizar el mecanismo de alerta ya que en los prime-
ros momentos de la desaparición, no se sabe cuál es la 

en su ambigüedad. Se observa que el proyecto care-
ce de articulación entre autoridades y se torna difuso 
cuando se convoca a las demás autoridades civiles ya 
que la terminología es bastante genérica. El artículo 
8° considera que la alerta se produce cuando existen 
indicios graves de que la desaparición puede poner en 
peligro la vida y la integridad física del menor. Sin em-
bargo, el Ministerio considera que la sola desaparición 

-
rar la alarma. Es importante distinguir que el tiempo 

cuando se trata de menores de edad. Por último, hay 
diferenciación entre los planes de acción para aquellos 
habitantes de las ciudades como del campo, lo que el 
Ministerio ve como una discriminación, ya que para el 
campo las medidas serán menos intensas. En conclu-
sión, al Ministerio el proyecto no le resulta proporcio-
nal a la problemática y considera que este desampara, 
en ciertos momentos, a la familia que sufre un dolor de 

de un hijo.

Considera que el proyecto no 
prevé con precisión ni detalle sobre cómo será el fun-
cionamiento de la Alerta Luis Santiago, y considera 
que quedan abiertos a interpretación todos los demás 
elementos que deben conformar la alerta y las circuns-
tancias en que esta se puede poner en funcionamiento. 
Considera de suma importancia que, teniendo en cuen-
ta que el proyecto involucra a todos los medios de co-
municación, el Ministerio de Tecnologías de la Infor-
mación y las Comunicaciones debe estar incorporado 
en el listado de instituciones y entidades participantes. 
Recomienda asimismo tener en cuenta que también se 
está tramitando el Proyecto de ley número 130 de 2010 
Cámara, 070 de 2011 Senado, por medio de la cual se 
crea el Sistema Nacional de Alerta Temprana para me-
nores desaparecidos y se dictan otras disposiciones, 
cuyo espíritu y objetivo, según el Ministerio, coincide 
totalmente con este proyecto. En conclusión, solicita 
que se revise la iniciativa y que se trabaje en conjunto 
con este Ministerio.

La Procu-
radora Delegada para la Defensa de los Derechos de la 

previa de quien ejerza la patria potestad debe eliminar-
se en consideración a la prevalencia del interés superior 

sugiere reglamentar el supuesto en el que los padres 
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se opongan a la activación de la alerta. Sugiere que no 
se deje a la interpretación la existencia de indicios que 

-
-

su municipio, por lo que piden no establecer el criterio 
de los 500.000 habitantes para la elaboración de los 
planes de acción. Pide corregir el artículo referido al 
Plan de acción en el nivel nacional, que por la escisión 
de los Ministerios ya no correspondería al Ministerio 
del Interior y de Justicia. En tal sentido, la Procuradu-
ría considera que esta responsabilidad le corresponde 
al Ministerio de Justicia, por ser la instancia a la que 
le compete establecer las políticas en materia de justi-
cia y de política criminal. Finalmente, este organismo 

-
dades locales, regionales y nacionales con la fuerza de 
policía y los medios de comunicación y de transporte, 
es necesario contar con sistemas de información y tec-
nológicos idóneos que incrementen las posibilidades 
de ubicar al menor desaparecido en el menor tiempo 
posible, por lo que considera conveniente vincular a la 
Fiscalía General de la Nación, especialmente su unidad 
antiextorsión y secuestro; la Defensoría del Pueblo, en 
especial los Defensores regionales, provinciales y la 
Comisión Nacional de Búsqueda de Desaparecidos; y 
a los personeros municipales, para intercambiar infor-
mación y compartir tecnología.

Según el Defensor del 

alerta, ya que, consideran, son excesivamente vagas y 
generales, lo cual podría incidir negativamente en su 
capacidad para generar los resultados esperados. Se 
observa que las propuestas son idóneas en principio, 
pero que deben ser complementadas al Mecanismo de 
Búsqueda Urgente, centralizando la información y co-
ordinando su manejo y las medidas que se deriven de 
ella con las autoridades judiciales que deberán estar a 
cargo del caso para proceder a iniciar las diligencias 
materiales del rescate. En los casos de secuestro o des-
aparición, el tiempo corre en contra de las víctimas, 
por lo que se considera que el término de espera de 8 
horas para emitir la alerta, es considerado sumamente 
excesivo. Para el defensor, parte esencial del proyecto 
consiste en la posibilidad de vincular a los medios de 

-
mación sobre los menores desaparecidos, pero en el 
proyecto no hay unas reglas precisas en cuanto a los 
datos que deben ser emitidos, la periodicidad de las 
publicaciones o emisiones, su duración, el horario, o el 
alcance de la divulgación, entre otros aspectos suma-
mente relevantes.

Expresa que, aun cuando la iniciativa está bien inten-
cionada, adolecería de un vicio de constitucionalidad 
por la limitación establecida a personas menores de 

-
niencia, expresan que no se debe confundir o asimilar 
rapto, secuestro y desaparición, y teniendo en cuenta 

contiene a las otras dos, recomienda referirse en el ar-
-

cidos. Asimismo, recomienda no discriminar entre los 
municipios con más o menos de 500.000 habitantes 
para la elaboración de los planes de acción. 

Además, recibimos comunicaciones de Asomedios 
y de Andiarios, quienes exponen sus inquietudes con 
respecto a la libertad de prensa, la censura, sus reser-
vas frente a la operatividad del proyecto y su inconve-
niencia. Además, Andiarios solicita eliminar la obliga-
ción de los medios escritos de divulgar la información 
en sus ediciones impresas. 

A continuación, una breve explicación de los cam-
bios que se le proponen al proyecto en consideración 
de la Comisión Primera del Senado:

 Este artículo corresponde al objeto 

adolescentes para hacerlo concordar con la Ley 1098 
de 2006. El artículo quedará así:

Objeto. La presente ley tiene por ob-
-

centes que sean víctimas de desaparición o secuestro, 
basada en el principio de la solidaridad de la sociedad 
civil, en especial de los medios de comunicación y las 
entidades del Estado”.

-
culo 2°, pero el texto aprobado remitido por la Secre-

-
nado”, razón por la cual lo suprimimos y se corre la 
numeración de los demás artículos.

-

ley, por lo tanto, proponemos suprimirlo y correr toda 
la numeración.

 -
teriormente era el artículo 4° del texto aprobado por la 
Cámara. Se reenumera como artículo 2° y se comple-
menta su redacción para concordarlo con la Ley 1098 
de 2006. Quedará así:

Alerta Luis Santiago. Créase la Aler-
ta Luis Santiago como un mecanismo mediante el cual 
las autoridades civiles y de policía coordinarán una 

hayan sufrido cualquier tipo de desaparición o secues-

psicológico”. 
 Era el artículo 5° aprobado por la 

Plenaria de la Cámara. Se reenumera como artículo 3°, 
para efectos de orden y coherencia del articulado, y se 

autoridades e instituciones participantes. Quedará así:
Instituciones y autoridades partici-

pantes. Para todos los efectos, las instituciones y au-

siguientes: Comandantes Nacional, Departamentales 
y Municipales de la Policía Nacional; Alcaldes Muni-
cipales; Gobernadores; Instituto Colombiano de Bien-
estar Familiar; Procuraduría General de la Nación; 
Defensoría del Pueblo; Ministerio de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones; Ministerio del 
Interior; Ministerio de Justicia; medios de comunica-
ción nacionales, departamentales y municipales; ope-
radores de telefonía móvil; terminales de transporte, 
aeropuertos y puertos marítimos, empresas de trans-
porte público”.

 Era el artículo 9° aprobado por la 
Plenaria de la Cámara. Se reenumera como artículo 4°, 
para efectos de orden del articulado, y quedará así:
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Requisitos para la emisión de la 
Alerta. Las autoridades competentes tendrán un tér-

suministrada por quienes denunciaron la pérdida del 

siempre y cuando existan indicios que permitan inferir 

sometido a desaparición forzada o secuestro. Este pro-
cedimiento se surtirá de conformidad con los plazos 

 Era el artículo 8° del texto aprobado 
por la Cámara. Quedará así:

Autoridad Competente para la Aler-
ta. Los Comandantes Municipales de Policía serán las 
autoridades encargadas de emitir la alerta en los res-
pectivos municipios y cabeceras, una vez hayan trans-
currido 8 horas de la denuncia de la desaparición del 

-
dres de este o de quien ejerza para el momento la patria 
potestad, e informará inmediatamente al Comandante 
Departamental de Policía. 

El Comandante Departamental de la Policía será 
la autoridad encargada de emitir la alerta dentro de su 
jurisdicción, una vez hayan transcurrido 8 horas de la 

-
te. La alerta se emitirá cuando existan indicios graves 
de que la desaparición puede poner en peligro la vida y 

-
lescente afectado. 

Las autoridades de policía municipal, 
departamental y nacional, actuarán en coordinación 
con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la 
Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la 
Nación, en el nivel directivo que corresponda a su ju-
risdicción.

El Comando Departamental de Policía será el res-
ponsable de reportar las alertas locales de su jurisdic-
ción ante la Dirección General de la Policía Nacional”.

 Establece la alerta local, que es la 
que se emite en primera instancia. Quedará así: 

Alerta Local. Una vez emitida la 
Alerta, las autoridades e instituciones departamentales 
o municipales de las que trata el artículo 3° de esta 
ley estarán en la obligación de difundir la información 

más idónea posible. Para el caso de las entidades pú-
blicas, estas deberán propagar la información corres-
pondiente del menor en sus páginas web. De la misma 
manera las terminales de transporte aéreo, terrestre o 
marítimo deberán publicar la información en las panta-
llas donde publican los datos de sus viajes. Los medios 
de comunicación escrito deberán publicar la informa-

-
presas, las emisoras deberán emitir comunicados con 
la información correspondiente y los canales de televi-
sión públicos y privados deberán presentar la informa-

 Establece la Alerta Nacional, si 
transcurridas 12 horas de la emisión de la alerta local 

Quedará así: 
Alerta Nacional. Transcurridas doce 

(12) horas a partir de la emisión de la Alerta por la au-
toridad departamental o municipal sin que se tenga no-

la Dirección Nacional de la Policía para que establezca 
la necesidad de emitir una Alerta Nacional inmediata-
mente se reciba la información del desaparecimiento 
por Comando Departamental de Policía. En caso de 
ser emitida una Alerta Nacional, las instituciones de 
las que trata el artículo 3° del nivel nacional deberán 
proceder a difundir la información del menor desapa-
recido. Esta Alerta Nacional tendrá una duración de 
una semana.

 Se incluye un artículo nuevo nume-
rado como artículo octavo (8°), que permite a los usua-
rios de servicios de telefonía móvil y cuyos equipos 
permitan la recepción de mensajes de texto, optar por 
recibir mensajes gratuitos de texto con alertas. Queda-
rá así:

Difusión de la alerta en dispositivos 
móviles de comunicación. Los suscriptores de servi-
cios inalámbricos cuyos equipos tengan la capacidad 
para recibir mensajes de texto podrán optar por recibir 
mensajes gratuitos de Alerta Luis Santiago”.

 Era el artículo 10 del texto aproba-
do por la plenaria de la Cámara. Establece los planes 
de acción. Aquí, atendiendo al requerimiento de varias 
instituciones, se amplió el requerimiento de estos pla-
nes a todos los municipios y no solo a los de más de 
500.000 habitantes. Quedará así:

Planes de Acción. El Gobernador y 
el Alcalde deberán desarrollar un Plan de Acción en el 
cual establezcan los medios de comunicación y demás 
instituciones locales que están llamados a trasmitir la 
información de la alerta una vez esta sea emitida. Para 

pública departamental, a los medios de comunicación 
y demás entidades llamadas a atender la alerta, para es-
tablecer los pasos a seguir y los compromisos de cada 
una de las personas naturales y jurídicas de cara a la 
alerta. Para el nivel nacional, el encargado de realizar 
el Plan de Acción será el Ministerio del Interior. 

Los Gobernadores, Alcaldes y el Ministerio del In-
terior, según el caso, tendrán seis (6) meses, con pos-
terioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, 
para elaborar el Plan de Acción de que trata el presente 
artículo”.

 Corresponde al artículo 11 del texto 
aprobado por la plenaria de la Cámara. Quedará así:

No cumplimiento de los requisitos. 
Cuando no se cumplan los requisitos establecidos por 
las autoridades nacionales o departamentales para la 
emisión de la Alerta, esto no disminuirá la capacidad 
de las autoridades de policía para solicitar la colabora-
ción de los medios de comunicación y la comunidad 
local”.

 Corresponde al artículo 12 del texto 
aprobado por la Plenaria de la Cámara. Quedará así:

“ Sanciones  El no cumplimiento de 
lo establecido en la presente ley para los servidores 
públicos, se constituirá en falta grave de acuerdo a lo 
establecido en el Código Disciplinario Único”.

 Se incluye un artículo nuevo para 
establecer el apoyo gratuito de los medios de comuni-
cación social del Estado para la divulgación de estra-
tegias de lucha contra el secuestro y la desaparición de 
menores:

 -
nales para la prevención y solución del secuestro y 
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 Los me-
dios de comunicación social del Estado deberán pres-
tar apoyo gratuito al Instituto Colombiano de Bienes-
tar Familiar, a la Fiscalía General de la Nación y al De-
partamento Administrativo para la Prosperidad Social, 
para divulgar estrategias de lucha contra el secuestro y 

-
ver sus derechos fundamentales.

. Corresponde a la vigencia:
Vigencia  La presente ley rige a par-

tir de su promulgación”.

con la Ley 1098 de 2006. Quedará así: 
Por medio de la cual se dictan medidas para la 

prevención del secuestro y desaparición de niños, ni-
ñas y adolescentes.

Con base en las anteriores consideraciones, solici-
tamos a los miembros de la Comisión Primera Cons-
titucional del Senado,  al Proyecto 
de ley número 56 de 2011 Senado, 19 de 2010 Cámara, 
por medio de la cual se dictan medidas para la pre-
vención del secuestro y desaparición de menores y se 
dictan otras disposiciones, de conformidad con el plie-

debate que se adjunta.
 

Senadores de la República, Ponentes.

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE 

por medio de la cual se dictan medidas  
para la prevención del secuestro y desaparición  

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. . La presente ley tiene por obje-
-

centes que sean víctimas de desaparición o secuestro, 
basada en el principio de la solidaridad de la sociedad 
civil, en especial de los medios de comunicación y las 
entidades del Estado.

Artículo 2°. Alerta Luis Santiago. Créase la Alerta 
Luis Santiago como un mecanismo mediante el cual 
las autoridades civiles y de policía coordinarán una 

hayan sufrido cualquier tipo de desaparición o secues-

psicológico. 
Artículo 3°. -

tes. Para todos los efectos, las instituciones y autorida-
-

tes: Comandantes Nacional, Departamentales y Muni-
cipales de la Policía Nacional; Alcaldes Municipales; 
Gobernadores; Instituto Colombiano de Bienestar Fa-
miliar; Procuraduría General de la Nación; Defensoría 
del Pueblo; Ministerio de Tecnologías de la Informa-
ción y las Comunicaciones; Ministerio del Interior; 
Ministerio de Justicia; medios de comunicación nacio-
nales, departamentales y municipales; operadores de 
telefonía móvil; terminales de transporte, aeropuertos 
y puertos marítimos, empresas de transporte público.

Artículo 4°. Requisitos para la emisión de la Aler-
ta. Las autoridades competentes tendrán un término de 

-

o adolescente es veraz. Se emitirá la alerta siempre y 
cuando existan indicios que permitan inferir razonable-

a desaparición forzada o secuestro. Este procedimiento 

el artículo 5° de la presente ley. 
Artículo 5°. Autoridad competente para la Alerta. 

Los Comandantes Municipales de Policía serán las au-
toridades encargadas de emitir la alerta en los respecti-
vos municipios y cabeceras, una vez hayan transcurri-

de este o de quien ejerza para el momento la patria 
potestad, e informará inmediatamente al Comandante 
Departamental de Policía. 

El Comandante Departamental de Policía será la 
autoridad encargada de emitir la alerta dentro de su 
jurisdicción, una vez hayan transcurrido 8 horas de la 

-
te. La alerta se emitirá cuando existan indicios graves 
de que la desaparición puede poner en peligro la vida y 

-
lescente afectado. 

Parágrafo. Las autoridades de policía municipal, 
departamental y nacional, actuarán en coordinación 
con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la 
Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la 
Nación, en el nivel directivo que corresponda a su ju-
risdicción.

El Comando Departamental de Policía será el res-
ponsable de reportar las alertas locales de su jurisdic-
ción ante la Dirección General de la Policía Nacional.

Artículo 6°. Alerta Local. Una vez emitida la Aler-
ta, las autoridades e instituciones departamentales o 
municipales de las que trata el artículo 3° de esta ley 
estarán en la obligación de difundir la información del 

más idónea posible. Para el caso de las entidades pú-
blicas, estas deberán propagar la información corres-
pondiente del menor en sus páginas web. De la misma 
manera las terminales de transporte aéreo, terrestre o 
marítimo deberán publicar la información en las panta-
llas donde publican los datos de sus viajes. Los medios 
de comunicación escritos deberán publicar la infor-

impresas, las emisoras deberán emitir comunicados 
con la información correspondiente y los canales de 
televisión públicos y privados deberán presentar la in-

Artículo 7°. Alerta Nacional. Transcurridas doce 
12 horas a partir de la emisión de la Alerta por la auto-
ridad departamental o municipal sin que se tenga no-

la Dirección Nacional de la Policía para que establezca 
la necesidad de emitir una Alerta Nacional inmediata-
mente se reciba la información del desaparecimiento 
por el Comando Departamental de Policía. En caso de 
ser emitida una Alerta nacional, las instituciones de las 
que trata el artículo 3° del nivel nacional deberán pro-
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ceder a difundir la información del menor desapareci-
do. Esta Alerta Nacional tendrá una duración de una 
semana.

Artículo 8°. Difusión de la alerta en dispositivos 
móviles de comunicación. Los suscriptores de servi-
cios inalámbricos cuyos equipos tengan la capacidad 
para recibir mensajes de texto podrán optar por recibir 
mensajes gratuitos de Alerta Luis Santiago.

Artículo 9°. Planes de Acción. El Gobernador y el 
Alcalde deberán desarrollar un Plan de Acción en el 
cual establezcan los medios de comunicación y demás 
instituciones locales que están llamados a trasmitir la 
información de la alerta una vez esta sea emitida. Para 

pública departamental, a los medios de comunicación 
y demás entidades llamadas a atender la alerta, para es-
tablecer los pasos a seguir y los compromisos de cada 
una de las personas naturales y jurídicas de cara a la 
alerta. Para el nivel nacional, el encargado de realizar 
el Plan de Acción será el Ministerio del Interior. 

Los Gobernadores, Alcaldes y el Ministerio del In-
terior, según el caso, tendrán seis (6) meses, con pos-
terioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, 
para elaborar el Plan de Acción de que trata el presente 
artículo.

Artículo 10. No cumplimiento de los requisitos. 
Cuando no se cumplan los requisitos establecidos por 
las autoridades nacionales o departamentales para la 
emisión de la Alerta, esto no disminuirá la capacidad de 
las autoridades de policía para solicitar la colaboración 
de los medios de comunicación y la comunidad local.

Artículo 11. Sanciones. El no cumplimiento de lo 
establecido en la presente ley para los servidores pú-
blicos, se constituirá en falta grave de acuerdo a lo es-
tablecido el Código Disciplinario Único.

Artículo 12. -
nales para la prevención y solución del secuestro y 

 Los me-
dios de comunicación social del Estado deberán pres-
tar apoyo gratuito al Instituto Colombiano de Bienes-
tar Familiar, a la Fiscalía General de la Nación, al De-
partamento Administrativo para la Prosperidad Social, 
para divulgar estrategias de lucha contra el secuestro y 

-
ver sus derechos fundamentales. 

Artículo 13. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación.

 
Senadores de la República, Ponentes.

* * *
 

otras disposiciones.
Bogotá, D. C., noviembre de 2011
Doctor 
JUAN MANUEL CORZO
Presidente
Senado de la República 
E. S. M.

I. 
Los homenajes póstumos que a través de iniciati-

vas legislativas se someten a consideración del hono-
rable Congreso de la República, consisten en exaltar la 

diferentes especialidades, a través de diferentes accio-
nes que permitan honrar la vida y obra de la persona, 
sus valiosos aportes a la historia del país y en general, 
mantener vivo su ejemplo para que las generaciones 
futuras no solo conozcan su estilo de vida, sino que 
lo conviertan en el derrotero de la propia. Estos actos 
conmemorativos, que siempre deben obedecer a crite-
rios de razonabilidad y proporcionalidad, por supuesto 
requieren de una asignación presupuestal por parte del 

convertida en ley la iniciativa, de conformidad con el 

Gobierno Nacional en virtud de lo establecido por el 
artículo 7° de la Ley 819 de 2003.

A través de la Ley 1406 de 2010 el honorable 
Congreso de la República aprobó, como homenaje al 
doctor en el vigésimo 
aniversario de su fallecimiento, el cambio del nombre 

-
los Galán Sarmiento”, materializando de esta forma un 
homenaje a la memoria del inmolado líder político. 

Ante la aprobación de la iniciativa legislativa el 25 
de agosto de 2009 por parte del Congreso, el proyecto 
de ley fue remitido al Presidente de la República para 
su correspondiente sanción. Sin embargo, el Presi-
dente de la República presentó objeciones al proyecto 
por razones de inconstitucionalidad e inconveniencia 

-
raba con el mismo y la limitación temporal del gasto 
que representaba tal iniciativa, así como la carencia 
de estudios técnicos y económicos que permitieran di-
mensionar la capacidad de la norma de cumplir con su 

llevarla a cabo.
En punto de la inconstitucionalidad de la iniciativa, 

dando un mandato al ejecutivo para la inclusión de un 
gasto, es decir, está emitiendo una orden de imperativo 
cumplimiento y un plazo para llevarla a cabo, lo cual 
no es procedente. Indica que la Constitución Política en 
sus artículos 345 y 346, responden al postulado demo-
crático según el cual, no puede existir ingreso ni gasto 
sin representación, para tal efecto, es el Congreso de la 
República el autorizado para decretar su realización, 
esto se predica de la inserción en el Presupuesto Gene-
ral de la Nación y de las partidas que se crean con base 
en los títulos de gasto originados por vía legal.

Existen dos momentos en la realización del gasto 
público, una es la que se origina con la autorización 
que es otorgada por el Congreso de la República en 
virtud del principio de representación, y la otra es la 
realización, la cual se encuentra en cabeza del Ejecu-
tivo, que tiene lugar cuando este incluye las partidas 
de gasto en el Presupuesto General de la Nación, cuya 
aprobación también depende del órgano legislativo.

Al respecto, la Corte Constitucional (C-490 de 
1994, C-343 de 1995, C-1339 de 1991, entre otras) ha 
interpretado que el gasto público conlleva una colabo-
ración entre dos ramas del poder público (legislativa y 
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ejecutiva), en virtud de la cual la primera autoriza la 
-

ción efectiva del mismo en el instrumento legal para su 
realización (ley anual de presupuesto).

Adicionalmente, las leyes vigentes que requieren 
para su cumplimiento de la realización de actos que 
representan gasto público, se encuentran supeditadas 
a las disposiciones orgánicas contenidas en la Ley 819 
de 2003, norma que integra el bloque de constituciona-
lidad lo que conlleva a que su inobservancia derive en 
una causal de inconstitucionalidad.

En criterio del Jefe de Estado, la ley bajo estudio, 
genera costosas actualizaciones en las cartas de nave-
gación y documentos de información aeronáutica, así 

los diferentes convenios y contratos-concesiones sus-
critos por la Aeronáutica Civil, sin tener en cuenta que 
la actividad política debe mantenerse dentro de los 

-
do por un ejercicio mesurado del crecimiento de los 
programas de gasto, procurando una actividad diligen-
te dentro del aparato estatal. En estas condiciones, al 
convertirse esta norma en un imperativo presupuestal 
para el ejecutivo sin que se hubiere tenido en cuenta su 
opinión al respecto, se torna inconstitucional.

-
-

se ha convertido en un ícono de la navegación aérea 
Latinoamericana (primer Aeropuerto en volumen de 
carga y tercero en cantidad de pasajeros), además de 
ser la puerta obligada de entrada a Suramérica. En este 

-
nera una serie de inconvenientes y gastos, pues deben 

las cartas con procedimientos normalizados de aproxi-
mación y de salidas visuales y por instrumentos y en 
general todo el catálogo de documentos que se requie-
ren para el funcionamiento de un terminal aéreo.

Por otra parte, desde el punto de vista empresarial, 
-

comercial, lo que en caso de cambiarse intempestiva-
mente, deriva en perjuicios de naturaleza patrimonial 
en cabeza de su explotador (sea este un ente estatal 
o un concesionario), circunstancia que podría generar 
complicaciones diversas en relación con el actual con-
cesionario, a quien se le adjudicó la administración del 

ser susceptible de complejas reclamaciones, aún por la 
vía judicial.

Finalmente cabe indicar que el cambio de nombre 
del aeropuerto implica todo un movimiento a nivel 
internacional, pues las relaciones aerocomerciales se 
verán seriamente afectadas en cuanto se inicie la im-
plementación de la ley, por cuanto estas relaciones 
se enmarcan en Convenios y Acuerdos bilaterales o 

muchas rutas internacionales desde y hacia el territorio 
nacional.

Por todo lo anterior, teniendo en cuenta las razones 
de inconstitucionalidad e inconveniencia invocadas, 

el proyecto fue devuelto por el ejecutivo al honorable 

Una vez rendido y aprobado el informe de los ho-
norables Congresistas designados para el análisis de 
las objeciones del Presidente de la República, el pre-
sidente del Congreso, remitió el 18 de enero de 2010 
el texto del proyecto y las objeciones a la Corte Cons-
titucional, para que esta Corporación decidiera sobre 
las mismas, pues las razones de inconveniencia fueron 
descartadas por el parlamento. 

A través de la Sentencia C- 373 del 19 de mayo de 
2010 (Expediente OP-132. M. P. Doctora María Vic-
toria Calle Correa), la Corte Constitucional decidió 
de fondo las objeciones presentadas por el Gobierno 
Nacional al Proyecto de ley número 253 de 2009 Se-
nado - 374 de 2009 Cámara, declarando 
tales objeciones y, por tanto, declarando la 
iniciativa legislativa, por las razones que se sintetizan, 
de la siguiente manera:

Si bien el artículo 7° de la Ley 819 de 2003, consa-
gra una importante herramienta que deberá ser obser-
vada al momento de proferir normas con impactos pre-
supuestales, toda vez que, por virtud de tal disposición, 

que se estima para las mismas, así como su compatibi-
lidad con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, no cons-
tituye una talanquera exclusiva a la función legislativa 
del Congreso ya que, siendo el Gobierno quien cuenta 

-
cales de este tipo de medidas, deberá éste participar de 
manera activa en el trámite de las iniciativas que las 
consagren, tal como se ha sostenido, entre otras, en la 
Sentencia C-502 de 2007 (M. P. Doctor Manuel José 
Cepeda Espinosa).

El Gobierno Nacional, ni en el trámite del proyec-
to de ley que objeta, ni en el mismo documento de 

-
cación del nombre del terminal aéreo 

de nombre del aeropuerto en las cartas de navegación, 

Adicionalmente, “la Corte observa que en el pro-

y de conformidad con la cual se pretenda privar al Go-
bierno Nacional de la facultad de decidir si incorpora 

.
Como consecuencia de la citada decisión de la Cor-

te Constitucional, sobre las objeciones presentadas al 
proyecto de ley por parte del Gobierno Nacional, el 
Presidente de la República sancionó el 3 de agosto de 
2010, la Ley 1406, 

-

-
tiva contenida en el Proyecto de ley número 253 de 
2009  Senado - 374 de 2009 Cámara.

En síntesis, a través de esta ley, el honorable Con-
greso de la República aprobó una iniciativa que trae 
consigo demasiados inconvenientes de distinto orden 
que no fueron oportuna y profundamente analizados, 

-
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ternacional de Bogotá sin ningún tipo de análisis de 

decisión, circunstancias estas que nunca fueron con-
sultadas con el Gobierno ni mucho menos aprobadas 
por este.

Así las cosas, es claro que lejos de forjar un de-
bido homenaje a la memoria del doctor Luis Carlos 
Galán Sarmiento, a través de esta norma lo que se lo-
gra es entorpecer el cabal funcionamiento (técnico y 
económico) del Aeropuerto Internacional de la ciudad 
de Bogotá, además de generar un grave impacto en las 

terminal aéreo, tendrá que salir del Presupuesto Gene-
ral de la Nación de manera inmediata una vez el Aero-
puerto cambie su nombre.

II.
Por medio del presente proyecto de ley, se pretende 

derogar el artículo 16 de la Ley 75 de 1989, introdu-
cido a dicho cuerpo legal, por medio de la Ley 1406, 

la Nación rinde honores a la memoria del doctor Luis 

aniversario de su fallecimiento y, como consecuen-
cia de dicha derogatoria, el terminal aéreo de Bogotá,  

Galán Sarmiento”, denominación que ostenta desde la 
entrada en vigencia del Decreto 2791 de 1959 y que 

Internacional Luis Carlos Galán Sarmiento”, como ho-
menaje al asesinado líder político. 

Para el efecto, el proyecto cuenta con un primer ar-
tículo que busca la derogatoria inmediata del artículo 

2010, es decir, la que le da al Aeropuerto Internacional 
de Bogotá el nombre de -

 Así mismo el artículo 2° de la presente iniciativa 
-

puerto Internacional de la capital de la República. El 

III. 
-

cional Eldorado” para el terminal aéreo de la Capital 

distintos ámbitos. En primer lugar, desde el punto de 
vista histórico, conviene resaltar que la denominación 

“Eldorado es un lugar mítico que se suponía que te-
nía grandes reservas de oro y que fue buscado por los 

atraídos por la idea de un lugar con calles pavimen-
tadas de oro, en donde el preciado metal era algo tan 

en los Andes de lo que hoy es Colombia, donde el con-

primera vez a los muiscas, una nación en lo que actual-
1. 

no obedece a razones caprichosas, por el contrario, tie-
ne arraigo ancestral y propio de la región.

1 Información tomada de: 
El_Dorado#Origen_de_la_leyenda. Julio 20 de 2010.

En segundo término, la relevancia del aeropuerto, 
por ser uno de los principales destinos latinoamerica-

2, para dis-
-

cos, hace que el cambio en su nombre, siendo una clara 
referencia a nivel internacional, implique, sin lugar a 

historia, crea la costumbre de su nuevo nombre.
Como tercer aspecto y, tal vez, el que representa 

nombre del terminal aéreo acarrea enormes y negati-
vas repercusiones económicas, principalmente por dos 
razones:

Razones de orden técnico. La necesidad de cam-
biar los manuales, rutas de navegación, convenios y 
contratos celebrados3 por la Aeronáutica Civil, repre-
sentan un gasto por parte del Estado que, si bien no 
entraremos a estimar con cifras exactas, es claro que 

-
do este último se limita, de manera exclusiva, a rendir 
memoria a un ciudadano. 

Adicionalmente, el nombre del terminal es la refe-
rencia obligada de los pilotos al efectuar sus maniobras 
aéreas, las cuales, en razón a la costumbre, legítima-
mente arraigada, podría llegar a representar altas tasas 
de accidentalidad.

El Good Will del aeropuerto4, representado en 
la antigüedad de su nombre que, como se expresó, 

totalidad, ya que se 
-

tura precolombina y es conocido a nivel mundial por 

desde distintos orígenes nacionales e internacionales.
A partir de las anteriores precisiones, consideramos 

que esta iniciativa es plenamente conveniente, pues no 
solamente se evitaría una importante inversión de recur-

que mantendríamos incólume una parte fundamental del 
patrimonio inmaterial de Bogotá, como lo es el recuerdo 
constante de la historia precolombina a través del nom-
bre de nuestro Aeropuerto Internacional.

Es menester poner de presente que no estamos en 

inmolada el 18 de agosto de 1989. No desconocemos, 
de manera alguna, la trascendencia e importancia del 
líder liberal. No obstante, los honores rendidos por La 
Nación a los ciudadanos, deberán obedecer siempre, a 
criterios de razonabilidad y proporcionalidad, los cua-
les no se evidencian o, es más, se encuentran descono-

Internacional Eldorado”.
Finalmente advertimos que la aprobación de la pre-

sente iniciativa no implica para el Estado ningún gasto 
público ya que, por el contrario, evitaría aquellos que 

2

aeropuerto en América Latina en transporte de carga y 

2009, a los 14.899.199 pasajeros registrados. Informa-
ción obtenida de:  -
puerto_Internacional_El_Dorado. Julio 21 de 2010.

3 ¿Por qué es inconveniente cambiarle el nombre al Ae-
ropuerto Internacional de Bogotá? En Revista Semana. 
Junio 5 de 2010.

4 ¿Por qué es inconveniente cambiarle el nombre al Ae-
ropuerto Internacional de Bogotá? En Revista Semana. 
Junio 5 de 2010.
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causaría el cambio de denominación aprobado en la 
Ley 1406 de 2010, 

-

IV.
Cambiar el Nombre del Aeropuerto Internacional 

-
cido como el aeropuerto más importante de Colombia 
en todos los itinerarios mundiales de la aeronáutica, 
resulta inconveniente no sólo desde el punto de vista 
de lo que representa para la ciudad capital, su comercio 
e incluso para los millones de viajeros que han transi-
tado por el Aeropuerto Internacional el Dorado.

Si bien el autor del proyecto busca exaltar el nombre 
de uno de nuestros políticos más connotados, asesina-

Luis Carlos Galán, lo que representa de por sí una pro-
puesta loable, que busca mantener el recuerdo de este 
prohombre colombiano, también existen razones de 
peso que demuestran que cambiar hoy el nombre del 
Aeropuerto El Dorado, por el de este líder inmolado, 

serios traumatismos y altos costos no sólo económi-
cos sino de imagen, al tener que iniciar una serie de 

a nivel internacional para posicionar un nombre que a 
mi modo de ver ya está muy posicionado en el imagi-
nario de los viajeros en el mundo. Como lo es el del 

Nombre tomado de la leyenda universal que habla-
ba de la existencia del país del oro, que en la época del 
descubrimiento encegueció y enloqueció a miles de 
aventureros y conquistadores que se hicieron a la Mar 
en busca del nuevo mundo y sus preciados tesoros Y 

todavía despierta cierta inquietud en los viajeros cuan-
do pisan nuestro aeropuerto.

Es muy difícil poner a competir dos nombres que 
despiertan sentimientos arraigados en los colombianos 
del cual cada uno tiene su propia percepción. El Dora-
do la leyenda universal reconocida en todos los rinco-
nes del mundo y Luis Carlos Galán reconocido como 
un líder nacional, que tiene todo nuestro reconoci-
miento en el país por ser un luchador de las libertades. 
El Dorado es universal, Luis Carlos Galán es nacional. 

Qué bueno que los colombianos podamos mante-
ner siempre presente de dónde venimos y para dónde 
vamos, estos dos nombres no lo recuerdan siempre, el 
uno como una leyenda y el otro como el de un hombre 

Pienso que Colombia debe romper ese estigma que 
hace que nuestra vida gire en torno a hechos donde 

-
chos de violencia, por lo que el aeropuerto de Bogotá 
debe llamarse en el Dorado y NO Luis Carlos Galán, 
ya que en memoria de este líder político, ya existen 
importantes y número considerable de monumentos.

V.
De acuerdo con las anteriores razones solicito a la 

plenaria del Senado dar segundo debate al 

por la cual se modi-

De los honorables Senadores

Senadora de la República,
Presidente Comisión Segunda del Senado.

TEXTO A CONSIDERACIÓN DE LOS HONO-
RABLES SENADORES DE LA COMISIÓN SE-

CÁMARA

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El artículo 16 de la Ley 75 de 1989 

Aeropuerto Internacional de Bogotá, D. C. se llamará 
Aeropuerto Internacional Eldorado”.

Artículo 2°. A partir de la vigencia de la presente 
ley, el Aeropuerto Internacional de Bogotá, se llamará 

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de su pro-
mulgación y deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias.

Senadora de la República,
Presidente Comisión Segunda del Senado.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN PRIMER 
-

CIONAL PERMANENTE SENADO DE LA RE-

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El artículo 16 de la Ley 75 de 1989 

Aeropuerto Internacional de Bogotá, D. C. se llamará 
Aeropuerto Internacional El Dorado”.

Artículo 2°. A partir de la vigencia de la presente 
ley, el Aeropuerto Internacional de Bogotá, se llamará 

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de su pro-
mulgación y deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias.

COMISIÓN SEGUNDA CONSTITUCIONAL  
PERMANENTE SENADO DE LA REPÚBLICA 
El texto transcrito fue el aprobado en primer debate 

en Sesión Ordinaria de la Comisión Segunda del Sena-
do de la República, el día dieciséis (16) de noviembre 

número 11 de esa fecha.
La Presidenta, Comisión Segunda, Senado de la 

República,

El Vicepresidente, Comisión Segunda, Senado de 
la República,

El Secretario General, Comisión Segunda, Senado 
de la República,
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DEBATE SOBRE EL PROYECTO DE LEY  

por medio de la cual se aprueba el “Protocolo Adicio-
sobre com-

promiso con la democracia suscrito en Georgetown, 
Guyana, el 26 de noviembre de 2010.

Bogotá, D. C., noviembre de 2011 
Doctor
JUAN MANUEL CORZO 
Presidente 
Senado de la República
E. S. M.
Referencia: Ponencia en segundo debate para la ra-

-
tivo de la Unasur sobre el Compromiso con la Demo-
cracia, Proyecto de ley número 106 de 2011 Senado. 

En virtud de la honrosa designación que me hiciera 
la Mesa Directiva de la Comisión Segunda del Senado, 
nos permitimos rendir el informe de ponencia para se-
gundo debate sobre el Proyecto de ley número 106 de 
2011 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Pro-
tocolo Adicional al Tratado Constitutivo de la Una-

sobre compromiso con la democracia suscrito en 
Georgetown, Guyana, el 26 de noviembre de 2010.

La Unión de Naciones Suramericanas es un or-
ganismo regional conformado por doce (12) Estados 
suramericanos: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Co-
lombia, Ecuador, Guyana, Paraguay, Perú, Surinam, 

identidad y ciudadanía suramericanas y desarrollar un 
espacio regional integrado”. Su tratado constitutivo se 

vigor el 11 de marzo de 2011. De sus Estados Miem-
bros once (11) ya han depositado los respectivos ins-

En Colombia, el Congreso de la República median-
te la Ley 4440 de enero de 2011, aprobó el Tratado 

curso la Corte Constitucional declaró exequible su 
Tratado Constitutivo. Es de advertir que está pronta la 

-
cretaría General de la Unasur.

De conformidad con el Tratado Constitutivo, Una-
sur Construir identidad y ciudadanía sura-
mericanas y desarrollar un espacio regional integra-
do en lo político, económico, social, cultural, ambien-
tal, energético y de infraestructura, para contribuir 
al fortalecimiento de la unidad de América Latina y 
el Caribe 1. tanto 
la integración como la unión suramericana se fun-
dan en los principios rectores de irrestricto respeto 
a la soberanía, integridad e inviolabilidad territorial 
de los Estados; autodeterminación de los pueblos; 
solidaridad; cooperación; paz; democracia; partici-
pación ciudadana y pluralismo; derechos humanos 
universales, indivisibles e interdependientes; reduc-
ción de las asimetrías y armonía con la naturaleza 
para un desarrollo sostenible2;
que la plena vigencia de las instituciones democráticas 
y el respeto irrestricto de los derechos humanos son 

1 Tratado Constitutivo de Unasur, Preámbulo, párrafo 3.
2 Tratado Constitutivo de Unasur, Preámbulo, párrafo 6.

condiciones esenciales para la construcción de un fu-
turo común de paz y prosperidad económica y social 
y el desarrollo de los procesos de integración entre los 
Estados Miembros” ; (Negrita fuera de texto). 

En la Reunión Extraordinaria del Consejo de Jefas 
y Jefes de Estado y de Gobierno de la Unasur celebra-
da el 1° de octubre de 2010, se adoptó la “Declaración 

por 
medio de la cual el Consejo Presidencial condena el 
intento de Golpe de Estado al Presidente Rafael Correa 
y se acuerda adoptar una cláusula democrática. Dicha 
declaración se adopta posteriormente en la Cumbre de 
Jefes y Jefas de Estado de la Unasur celebrada el 26 

al Tratado Constitutivo de la -
, el cual en su preámbulo, 

la Unasur, en particular, “... que la plena vigencia de 

de los derechos humanos son condiciones esenciales 
-

peridad económica y social y el desarrollo de los pro-
cesos de integración entre los Estados Miembros4;

Así mismo, reitera que “la promoción, defensa y 
protección del orden democrático, del Estado de De-
recho y sus instituciones, de los Derechos Humanos 
y las libertades fundamentales, incluyendo la libertad 
de opinión y de expresión, como condiciones esencia-
les e indispensables para el desarrollo de su proceso 
de integración, y requisito esencial para su participa-
ción en la Unasur”5. (Negrita fuera de texto). 

El articulado que se expone, busca reforzar la de-
mocracia, indicando que su aplicación se dará “en 
caso que se presenten amenazas o una ruptura del 
orden constitucional o de cualquier situación que 
ponga en riesgo el legítimo ejercicio del poder y la 
vigencia de los valores y principios democráticos en 
uno de los Estados parte de Unasur”6. Para su apli-
cación efectiva, se consignan en los artículos 2° al 6°, 
los mecanismos y medidas para que el Estado afectado 
pueda invocar la aplicación del Protocolo. 

Con relación a las medidas, el artículo 4° contempla 
la suspensión para participar en órganos e instancias 
de la Unasur; el cierre parcial o total de las fronteras, 
incluyendo limitaciones al comercio; promoción de la 
suspensión de derechos en otros foros y de acciones 
unilaterales por terceros estados. 

Dichas medidas, de acuerdo con el artículo 7°, ce-
sarán a partir de la fecha de comunicación del estado 
afectado o del acuerdo de los Estados que adoptaron 

-
blecimiento del orden democrático. 

-
trada en vigor del Protocolo. A la fecha, solo Bolivia 

La integración regional es un mandato consignado 
en los artículos 9° y 227 de la Constitución Política 

3 Tratado Constitutivo de Unasur, Preámbulo, párrafo 9.
4 Tratado Constitutivo de Unasur, Preámbulo, Párrafo 9; 

Protocolo Adicional, Preámbulo, párrafo 1.
5 Protocolo Adicional, Preámbulo, párrafo 3.
6 Protocolo Adicional; artículo 1°.
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de Colombia. Al estar el país comprometido con este 
principio, es consecuente su interés de defender en los 
mecanismos de integración y concertación regionales 
a los que pertenece, los valores democráticos y la de-
fensa del orden constitucional tanto en el escenario na-
cional como internacional. 

Adicional al Tratado Constitutivo de Unasur sobre el 

de Colombia, tanto un respaldo para las instituciones 
-

cimiento legítimo y la defensa que se daría a la demo-
cracia en los Estados Parte de la Unasur. 

El espíritu del Protocolo y algunas de las medidas 
que recomienda para su aplicación, corresponden con 
las que en otros instrumentos hemisféricos como la 
Carta Democrática Interamericana se han adoptado, 
de tal manera que respeta lo que para Colombia son 
principios esenciales: Democracia Representativa y el 
principio de no intervención. 

La región latinoamericana ha vivido un importante 
proceso de profundización de su democracia y con la 
adopción de este instrumento, único en su naturaleza 
vinculante a nivel latinoamericano, se envía un mensa-
je claro a nivel global, sobre uno de los pilares que han 
de sustentar el desarrollo político, económico y social 
de la región. 

La tradición democrática de Colombia sustenta adi-
cionalmente, la vinculación plena a este Protocolo.

De acuerdo con las anteriores razones dese segundo 
debate al Proyecto de ley número 106 de 2011 Senado, 
por medio de la cual se aprueba el “Protocolo Adicio-
nal al Tratado Constitutivo de la Unasur sobre com-

suscrito en Georgetown, 
Guyana, el 26 de noviembre de 2010.

Cordialmente,

Presidenta Comisión Segunda,
Senado de la República.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN PRIMER 
-

CIONAL PERMANENTE SENADO DE LA RE-
PÚBLICA AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

por medio de la cual se aprueba el “Protocolo Adicio-
nal al Tratado Constitutivo de la Unasur sobre com-

suscrito en Georgetown, 
Guyana, el 26 de noviembre de 2010.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Tratado Constitutivo de la Unasur Sobre Compromiso 
con la Democracia”, suscrito en Georgetown, Guyana, 
el 26 de noviembre de 2010. 

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el 
-

nal al Tratado Constitutivo de la Unasur Sobre Com-
promiso con la Democracia”, suscrito en Georgetown, 
Guyana, el 26 de noviembre de 2010, que por el artícu-

lo 1° de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de 
la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional 
respecto de los mismos. 

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha 
de su publicación.

COMISIÓN SEGUNDA CONSTITUCIONAL  
PERMANENTE SENADO DE LA REPÚBLICA
El texto transcrito fue el aprobado en primer debate 

en Sesión Ordinaria de la Comisión Segunda del Sena-
do de la República, el día dieciséis (16) de noviembre 

número 11 de esa fecha.
La Presidenta, Comisión Segunda, Senado de la 

República,

El Vicepresidente, Comisión Segunda, Senado de 
la República,

El Secretario General, Comisión Segunda, Senado 
de la República,
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